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ECONOMÍA E INSTITUCIONALIDAD

Arturo Tabares Mora1

La teoría económica hace abstracción de los 
factores institucionales y políticos del mundo real, 
amparada en el supuesto, de la armonía, del 
equilibrio, en vez de un conflicto de intereses, que es 
lo que finalmente mueve al mundo de la economía 
posnegocios, todo se llevaba a un supuesto de 
propensión a algo, como si esto reemplazará la 
conducta sicológica de los agentes del mercado, 
desconociendo la acción real e institucional de los 
mercados. 

Esta abstracción de las instituciones, como si estas 
no existieran; visión propia de la teoría neoclásica, 
que atribuye el funcionamiento de la economía 
única y exclusivamente a las leyes del mercado, 
como rector de toda vida real o actividad humana y 
cuando esto sucede, se disparan los desequilibrios y 
conflictos sociales, que conducen a una revolución, 
a una nueva institucionalidad o cambio de sistema, 
así ha sido históricamente, expresado por muchos 
historiadores, formándose el dilema; o el mercado 
cambia las instituciones o las instituciones regulan el 
mercado. 

Si lo anterior no ocurre, se empieza a gestar, al 
interior de las sociedades, una serie de movimientos 
e intereses, que terminan por adecuar o instaurar un 

1 Economista de la Universidad de Medellín. Posgrado en Planeación de la Universidad Nacional De Colombia, con estudios de 
Derecho Empresarial. Contacto: tabart97@gmail.com.
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sistema político, que les garanticen su modo de vida o praxis social, alrededor del cual, 
se gesta una praxis económica, que indaga por una institucionalidad, que garantice la 
conservación y extensión de ese estado de cosas: toda la actividad económica 
alrededor del paramilitarismo, criminalidad y farcmilitarismo: Juegos de azar, vacunas, 
extorsión, minería ilegal, narcotráfico,  microtráfico, gasolina ilegal, contrabando, 
prostitución y trata de personas, drogadicción. 



Prácticas que se acentúa, por la debilidad 
de las instituciones. Porque es finalmente 
la acción económica dominante, es la que 
impone la institucionalidad que garantice 
el estado de cosas reinante o conveniente. 
Ejemplo, la Monarquía española, la 
industrialización inglesa, el feudalismo, 
zarismo y terratenientes en Colombia.

No parezca extraño entonces ver como 
estos regimenes plutocráticos impulsen el 
respaldo a líderes incluso con tendencias 
ideológicas contrarias, no es raro, que, en 
esa manipulación electoral, del poder 
económico, por la plutocracia, sean los 
mismos electores los que elijan a lideres 
disímiles con agendas y propuestas 
aparentemente distintas. 

De ahí, que las instituciones públicas, que regulen el comportamiento humano, 
deben ser heterogéneas, cimentadas en el desarrollo socioeconómico de la 
sociedad y su desarrollo cultural. Las reglas pues, deben corresponder al avance y 
evolución de la conducta humana de la sociedad, de esta forma, estas serán más 
asimilables y aceptables por el conglomerado social, por que corresponden mas a 
sus intereses, a su estado de evolución social, cuando esto no ocurre, estas operan 
como una camisa de fuerza, como un yunque que incomoda el avance de la 
sociedad, y termina rompiéndose. 

Por eso se dice que, en el ordenamiento territorial, el federalismo, es la mejor, forma 
de gobierno de los pueblos por la democracia que conlleva. Antes la ciudad estado, 
civitas y urbes, posibilitaban una mejor forma de gobierno, de organización social y 
administración del Estado, que los mismos imperios y monarquías y el mismo Estado 
moderno; incluso fueron espacios formales de libertad individual o sea de 
autonomía e independencia en occidente. La ciudad en la práctica, era más 
importante, que los Estados modernos, tenían sus propios mecanismos de gobierno, 
los ciudadanos tenían deberes con la ciudad, conformando consejos municipales 
del pueblo, acordaban como y cuanto en la recolección de impuestos, 
estructuraban sus logos y símbolos y elementos representativos de acuerdo a sus 
costumbres y tradiciones, tenían fortificaciones, tenían guardias para su orden 
publico, desarrollaron mecanismos de producción y comercialización de sus 
potencialidades. 
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Las estructuras económicas y sociales de 
estas, reforzaron sus sentimientos y 
tendencias de autonomía e independencia, 
su poder no fue solamente local porque 
además construyeron asociaciones y 
confederaciones de ciudades por 
necesidades económicas y comerciales y de 
defensa, esta fortaleza y cohesión, les 
permitió obtener concesiones de los Estados 
centrales, su independencia y poder 
económico facilitó este respecto y 
aceptación, ya que daban dinero y votos a los 
gobiernos centrales, que luego, las 
sometieron a base de fuerza y poder militar, 
centralizando el Estado (estado unitario).

El papel que en cada período histórico 
concreto se ha asignado al Estado, guarda 
relación con el entorno económico, social y 
político; y que, a su vez, a cada modelo de 
Estado corresponde un determinado modelo 
organizativo de Administración Pública, el 
cual, de ser un instrumento privilegiado, para 
la resolución de los problemas sociales, ha 
pasado a convertirse en uno de los 
principales problemas de nuestra sociedad. 

No hay duda de que los programas de 
modernización y reforma administrativa, 
puestos en marcha por los gobiernos, desde 

principios de los años ochenta y las 
crecientes restricciones 
presupuestarias impuestas por la 
internacionalización de la economía, 
han tenido importantes implicaciones 
sobre la naturaleza y las formas de 
actuación del sector público. Sin 
embargo, pese a los cambios que ya 
se han producido en algunos países, 
ha sido insuficiente encontrándonos 
nuevamente, en la necesidad de un 
verdadero, proceso de comprensión y 
transformación, más profundo del 
sector público, que responda a los 
intereses de la sociedad, privilegiando 
los intereses generales y el bien 
común, en la búsqueda de un Pareto 
Social, que evite las confrontaciones 
sociales futuras. Que se manifiestan a 
nivel mundial y local, en las 
permanentes protestas e 
inconformismo social recurrente, dada 
la incapacidad del estado liberal para 
resolverlo todo, bajo la ecuación 
impuestos-subsidios.
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Históricamente, el Estado Liberal y el 
Estado de Bienestar, han constituido 
dos grandes modelos de referencia, en 
el debate, sobre el papel del Estado en 
las sociedades democráticas. Sin 
embargo, dadas las circunstancias, en 
la actualidad, existe un debate 
creciente, de que es preciso encontrar 
nuevos modelos de Estado y de 
administración, que permitan hacer 
frente a los complejos problemas con 
los que nuestras sociedades abordarán 
el siglo XXI. 

En este sentido, la entrada en crisis del 
Estado de Bienestar (principalmente en 
la mayoría de los países de Europa), nos 
sitúa en un punto de inflexión y, por lo 
tanto, de indeterminación respecto a 
cuál será la configuración del modelo 
de Estado que le suceda y que 
responda a las características y 
responsabilidades del modelo anterior, 
de intervención pública y en la 
capacidad del Estado para resolver por 
sí solo los diferentes problemas 
sociales. 

Toda vez que, por sus alcances y 
dimensión, el Estado de Bienestar se ha 
presentado ante la sociedad como un 
Estado omnipotente, conocedor de los 
problemas y sus soluciones, que asume 
la responsabilidad de resolver, 
prácticamente la totalidad de los 
problemas sociales, que hace suyos. No 
es de extrañar, pues, que la 
autosuficiencia y el paternalismo, que 
se hayan asociados, con el Estado de 
Bienestar, también llamado, Estado 
Providencia, sean la causa de sus 
conflictos sociales (movimiento de los 
indignados, primavera árabe). Que 
serán finalmente su perdición.

La consecuencia que se deriva es que la 
única manera de dar respuesta, a unas 
necesidades sociales siempre crecientes 
no será otra, que disponiendo de más y 
más recursos públicos. No nos debe 
extrañar, pues, que bajo la presión social 
se haya producido una dinámica de 
expansión permanente del sector público 
que ha ido acumulando sin cesar nuevas 
responsabilidades y tareas, lo que se ha 
traducido en un significativo aumento de 
la participación del gasto público sobre el 
Producto Interior Bruto (PIB), que a la larga 
como se ha comprobado, resulta 
insostenible. 

De otro lado la internacionalización de la 
economía, ha sido un hecho 
determinante, que pone en entredicho, de 
una manera radical, los Estados 
Nacionales, por los Para-estados 
internacionales, bajo el dominio de los 
gigantes tecnológicos transnacionales, 
que provocan la destrucción de capital 
local, socializando por lo bajo, la pobreza y 
simplificando la riqueza en unos cuantos, 
a partir del empobrecimiento de la 
sociedad, acabando el capitalismo, la 
libertad individual,  la iniciativa propia y el 
trabajo tradicional, bajo el concepto de 
una nueva normalidad, una mueva 
economía, la economía digital, que unido 
al incremento tributario del Estado de 
Bienestar, son insostenibles a largo plazo, 
como viene quedando demostrado. 

Personería
de Medellín
Por tus derechos, más cerca

REVISTA RAÍCES5



Personería
de Medellín
Por tus derechos, más cerca

REVISTA RAÍCES

La oposición representa una izquierda recalcitrante y sin 
contenido social, ni político, que, junto con los gobiernos, 

como si se pusieran de acuerdo, se han convertido en 
agitadores del inconformismo social, a través de una 

propuesta inversa, que no conduce a nada. 

División, destrucción y odio; así sostienen sus privilegios ambos, y el pueblo ahí, 
como idiotas útiles, siguiendo una nueva entelequia de frustración o esperanza. 
Asistimos, a una apropiación indebida de los poderes del Estado y las instituciones 
al servicio de intereses personales o particulares, que desconocen el mandato legal 
y el mandato de la sociedad, porque en muchos casos se desconoce la voluntad 
popular por los mismos gobernantes que fueron elegidos. 

En este contexto, la actuación clara e inflexible de los poderes públicos constituyen 
un factor de primer orden, en la determinación de una arquitectura jurídica 
moderna, tanto en lo interno, como externo, de la producción de un territorio, 
redefiniendo conceptos de libertad de empresa e iniciativa privada, estabilidad 
jurídica e impositiva, en la caracterización y función de una nueva institucionalidad, 
de un nuevo Estado2.

La institucionalidad colombiana se encuentra en crisis porque entre gobierno y 
oposición no  hay conciliación; en razón a la representación, de cada una de las 
partes; en este sentido, el gobierno actual representa el capitalismo globalizado y 
un capitalismo regional persistente, que no tiene posibilidad de sobrevivir a la 
Globalización de la economía, por eso lo mata a punta de paros e impuestos. 

. . . . . . . . . . . .
. . . . . . . . . . . .
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2 Ver, XAVIER MENDOZA MAYORDOMO, Profesor del Instituto de Dirección y Gestión Pública de EVADE (España)



Lo anterior se refleja en los resultados tanto económicos como sociales y políticos 
de quienes, a nombre y representación de la oposición, han gobernado algunas 
regiones, sin éxito. Sus respectivos gobiernos no produjeron cambios de estructuras 
económicas, sino simples resultados reformistas, en algunas áreas sociales y 
educativas, que la misma oligarquía liberal-conservadora ha producido 
históricamente. Internacionalmente situación similar podemos observar con 
gobiernos de líderes obreros como en el Brasil, Bolivia, Ecuador, Venezuela, o de 
supuestos socialistas en otros países más. Beneficios sociales o beneficios 
particulares. Que ideología hace la diferencia.

Pese a la fachada de procesos democráticos, aquellos que dominan las 
instituciones políticas capitalistas y, a través de ellas, la vida pública de todos los 
ciudadanos, están más allá del alcance del control popular.

- Karl Marx
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Jorge Andrés Rico Zapata1
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Derechos Humanos e institución policial.
Un equilibro entre orden, derechos,

deberes para avances sociales.

Es fundamental y necesario el papel que realiza el cuerpo policivo en la 
solidificación de procesos democráticos, económicos, políticos y sociales en las 
ciudades contemporáneas, el cual debe estar bajo la exigencia constante de un 
marco de funcionamiento que se enlace a la representación del orden desde el 
pilar de los derechos humanos (DDHH)2 y su énfasis desde la profesionalización 
para que el ejercicio policial se sustente en pilares que hacen parte de una 
democracia en fortalecimiento, lo cual exige también un continuo 
reconocimiento y equilibrio entre derechos y deberes ciudadanos.

1 Doctorando en Filosofía de la Universidad Pontificia Bolivariana, Medellín Colombia. Tema de investigación: Las nuevas guerras 
en Colombia. Una reflexión filosófica entre la polemología en Gasthon Bouthoul, el DIH y la guerra en Michael Walzer.
Magíster en Estudios Políticos de la Universidad Pontificia Bolivariana (UPB) y Comunicador Social de la Universidad Católica Luis 
Amigó (UCLA). Estudios en Defensa y Seguridad con la Escuela Superior de Guerra.
Docente e investigador de la Universidad Pontificia Bolivariana y la Universidad Católica Luis Amigó en pregrado y posgrado. 
Miembro del Grupo de Investigación en Estudios Políticos de la UPB (A1) en la línea de Defensa y Seguridad. E-mail: 
andresricocp@gmail.com – jorgeandres.rico@upb.edu.co 
Orcid: https://orcid.org/0000-0003-4822-4591

2 N. del Autor: se utilizará en el texto de manera alterna o indistinta el uso de “derechos humanos” o su sigla DDHH, para efectos 
de uso estilístico en el texto. 

ooo oo
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En un texto bastante descriptivo sobre la relación entre el 
desorden social y la propuesta de orden policial en la Bogotá 
de 1892, Max Hering Torres indica que “la Policía resurgió como 
un eslabón entre los intereses del Estado y la sociedad, como 
un conector cuya función era controlar las cotidianeidades y 
garantizar la convivencia” (2018, p. 23) y por su parte el 
sociólogo Didier Fassin manifiesta que la Policía tiene como fin 
el de “preservar el orden público y garantizar la seguridad 
pública” (p. 15).

La creación de la Policía no obedece a un efecto inverso a los DDHH, por el 
contrario, es la maduración del proceso occidental de entendimiento a las 
necesidades sociales y públicas que han estado presentes históricamente, las 
cuales han requerido de un cuerpo que se adapte a los atributos y escenarios 
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complejos que caracterizan cada época en 
sus desordenes y manifestaciones de éstos, 
por lo cual, la Policía debe ser fortalecida y 
visibilizada en el ejercicio de su labor y en la 
gestión positiva que realiza y anulados 
aquellos miembros y actos que van en 
contravía de esta construcción institucional 
apegada a valores y características directas 
como la “corporatividad” que propone 
Samuel Huntington,  lo que quiere decir, que 
es el corporativismo el cual destaca al 
policía en la colectividad como el garante 
idóneo de una responsabilidad especial.

Y esa construcción social e histórica se ha 
dado desde propuestas que datan a la 
antigua Grecia, cuando hacia el siglo VI a. C. 
en la legislación de Solón se dio una especial 
importancia al concepto de Estado y al 
orden público por lo cual “la vigilancia 
policial no sólo se extendía al control de la 
delincuencia común, sino que, además, 
cuidaba las vías públicas, los mercados y 
demás sitios de afluencia popular” (Valencia 
Tovar, 1993, p. 24). 

Por su parte, en el caso romano, los vigiles o 
miembros de la policía en el año 27 a. C. y 
bajo el liderazgo del emperador Augusto, se 
dio lo que sería la tecnificación del cuerpo 
policial implantándole a este organismo una 
conformación de miembros seleccionados 
específicamente para mantener el orden 
público y la seguridad de la ciudad. Serian 
muchos los momentos y cambios 
posteriores, sobre todo según la perspectiva 

política de cada momento, y según lo 
que significase el cuerpo policial para 
cada mandato: para la búsqueda del 
bien de los ciudadanos o para el uso de 
la institución ante personalismos en el 
ejercicio despótico del liderazgo, en 
contra vía de los derechos 
fundamentales de las personas.

Esa dimensión de avance y desarrollo 
institucional, ha requerido que se tengan 
en cuenta instrumentos que buscan 
proteger, masificar y dimensionar los 
DDHH, como son la Declaración 
Universal sobre los Derechos Humanos 
(1948); el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (16 
diciembre/ 1966); El Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (1966) entre otros tratados 
requeridos para el funcionamiento 
institucional de los cuerpos de Policía y 
en este caso, de la Policía Nacional de 
Colombia. 

9



Para la Policía Nacional de Colombia y su actuar adherido al “logro de acciones 
efectivas, que contribuyan al respeto y garantía de los derechos y libertades 
públicas de la comunidad en general” (C. Moreno, MEVAL – DERHU, Comunicación 
personal, 19 de junio de 2021) se tiene como marco importante la Política Integral de 
Transparencia Policial (resolución N. 01974 del 8 de mayo de 2017), la cual se 
adhiere a las “Políticas Públicas del Gobierno Nacional, como el Plan Nacional de 
Desarrollo, el Sistema Nacional de Derechos Humanos de la Presidencia de la 
República de Colombia, la Política Integral de Derechos Humanos y Derechos 
Internacional Humanitario del Ministerio de Defensa Nacional” (C. Moreno, MEVAL – 
DERHU, Comunicación personal, 19 de junio de 2021).

El orden no es un asunto que sea contrario a los derechos humanos de los 
ciudadanos. El compromiso policial de apoyo, fortalecimiento, respeto y 
visibilización de los DDHH requiere a su vez de ciudadanos que sean conscientes 
de sus deberes y de la disciplina necesaria que se necesita para vivir en 
colectividad, en donde la institución policial se fortalezca en conexión a la 
definición que brinda Angelo Papacchini sobre qué son los derechos humanos y 
como su entendimiento se cohesiona a ese modelo de evolución y cambio de las 
sociedades y sus problemas sociales: “reivindicaciones de unos bienes primarios 
considerados de vital importancia para todo ser humano que concretan en cada 
época histórica las demandas de libertad y de dignidad” (Cit. Lopez Cruz, p. 36).

Es en la contemporaneidad, donde surgen diferentes retos y amenazas para el 
mantenimiento del orden desde el equilibro en el respeto de las libertades y los 
derechos humanos con las necesidades sociales, políticas, económicas y otras, de 
las personas, por lo cual, es relevante entender la importancia de los derechos 
humanos desde el respeto de los deberes ciudadanos e institucionales y visibilizar 
el ejercicio positivo de la institución policial en el caso colombiano.

La Policía Nacional de Colombia y su papel en el marco de respeto y
apoyo a los Derechos Humanos.

Sin dejar de lado las debilidades institucionales que se tienen en el marco de 
funcionamiento bajo la premisa de respeto a los DDHH por parte de las 
instituciones, es necesario en el ejercicio académico, integrar propuestas que 
permitan dejar un ingrediente más para el análisis de los factores de inestabilidad 
social que alejan a la institucionalidad y la ciudadanía, y así, ver otro eje importante 
para los exámenes que en ocasiones solo ven una parte del fenómeno, en el 
ejercicio que debe buscar mediar para que continúe fortaleciéndose el 
relacionamiento civil-policial.
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La consecuencia que se deriva es que la 
única manera de dar respuesta, a unas 
necesidades sociales siempre crecientes 
no será otra, que disponiendo de más y 
más recursos públicos. No nos debe 
extrañar, pues, que bajo la presión social 
se haya producido una dinámica de 
expansión permanente del sector público 
que ha ido acumulando sin cesar nuevas 
responsabilidades y tareas, lo que se ha 
traducido en un significativo aumento de 
la participación del gasto público sobre el 
Producto Interior Bruto (PIB), que a la larga 
como se ha comprobado, resulta 
insostenible. 

De otro lado la internacionalización de la 
economía, ha sido un hecho 
determinante, que pone en entredicho, de 
una manera radical, los Estados 
Nacionales, por los Para-estados 
internacionales, bajo el dominio de los 
gigantes tecnológicos transnacionales, 
que provocan la destrucción de capital 
local, socializando por lo bajo, la pobreza y 
simplificando la riqueza en unos cuantos, 
a partir del empobrecimiento de la 
sociedad, acabando el capitalismo, la 
libertad individual,  la iniciativa propia y el 
trabajo tradicional, bajo el concepto de 
una nueva normalidad, una mueva 
economía, la economía digital, que unido 
al incremento tributario del Estado de 
Bienestar, son insostenibles a largo plazo, 
como viene quedando demostrado. 

No quiere decir que la estructura administrativa sea por si sola una única ruta 
para el ejercicio de prácticas en el marco de los derechos humanos, pero es 
necesaria la estructura organizacional que esté enfocada a la visión del 
metacontexto nacional y los microcontextos locales sobre los DDHH y de ahí 
continuar el fortalecimiento institucional, que en el caso de la Policía 
Nacional, ha sido importante para el trabajo, cumplimiento, sostenibilidad y 

Es en esa línea que para el caso del Área Metropolitana del Valle de Aburrá, el 
liderazgo desde la Policía Nacional de Colombia en materia de promoción, 
difusión y garantía de los DDHH lo tiene la Coordinación, adscrita al Área de 
Derechos Humanos de la Inspección General en la Ciudad de Bogotá. 
Entre su labor se ha dado la gestión y el relacionamiento con diferentes 
actores como organizaciones sociales, poblaciones vulnerables, LGTBIQ, 
afrodescendientes, indígenas, sindicalistas, mujeres líderes y defensores de 
derechos humanos, “liderando de manera articulada con las organizaciones 
sociales la participación de nuestra institución de manera activa en los 
diferentes escenarios bajo el intercambio de acciones que conllevan al 
mejoramiento continuo como respuesta a los desafíos y fenómenos sociales, 
al igual que las buenas prácticas de interacción con los procesos de 
convivencia y seguridad ciudadana” (C. Moreno, MEVAL – DERHU, 
Comunicación personal, 19 de junio de 2021).
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“despliegue nacional de la Estrategia de Protección a Poblaciones 
en situación de Vulnerabilidad (ESPOV) y en aplicabilidad del acto 
administrativo como lo es la Directiva Operativa Transitoria 023 
DIPON-INSGE del 01/11/2020, la cual busca fijar directrices respecto 
a la actuación institucional e interinstitucional en materia de 
prevención y protección de los derechos a la vida, la integridad, la 
libertad, la seguridad de líderes/as sociales, defensores/as, de 
derechos humanos, que ejercen su labor en cada uno de los 
territorios del país” (C. Moreno, MEVAL – DERHU, Comunicación 
personal, 19 de junio de 2021).



Y teniendo en cuenta que la formación policial es primordial, y que “un policía bien 
formado y bien controlado seguramente será un mejor policía que otro que no lo está” 
(Sain, 2010, p. 67), se debe continuar con la gestión de sensibilización a los miembros de 
la institución en sincronía con la académica y diferentes organizaciones, ante el 
Sistema Integral de Derechos Humanos (SIDEH) en la formación y reconocimiento de lo 
que ya la Policía Metropolitana viene trabajando con sus funcionarios:

Por último, también es importante, para el sector policial y la sociedad en conjunto, el 
reconocimiento de los derechos humanos en los miembros de la Policía, por lo cual, se 
ha buscado el fortalecimiento de la memoria histórica institucional, como un pilar para 
aislarse de visiones excluyentes del reconocimiento de víctimas en el sector policial y 
se ha podido articular a una integración de las narrativas que reconozcan y dignifiquen 
a los miembros policiales y sus familias.

Para esto, la institución ha participado en eventos de ciudad como “Medellín abraza su 
historia” logrando con esta participación, “que en las mesas de trabajo se permitiera el 
aporte para la instalación de nuestro monumento Edificadores de Paz, en homenaje, 
reconocimiento y dignificación a los policías y sus familias víctimas del conflicto 
armado interno”
(C. Moreno, MEVAL – DERHU, Comunicación personal, 19 de junio de 2021).

• “Estándares internacionales del uso de la fuerza
• Ley 1257 de 2008, línea 155 de orientación a mujeres víctimas
• Ley 1448 de 2011 asistencia y reparación integral de víctimas del 
conflicto armado interno
• Sistema Interamericano de Derechos Humanos, Corte y 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, medidas 
cautelares y provisionales
• Decreto N. 003 del 05 de enero de 2011 - "estatuto de reacción, 
uso y verificación de la fuerza legítima del estado y protección del 
derecho a la protesta pacífica ciudadana"
• Directiva Operativa Transitoria 005 DIPON-DISEC del 01/03/2021, 
Parámetros institucionales para la activación del sistema de 
anticipación y atención de manifestaciones sociales en el 
territorio nacional” (C. Moreno, MEVAL – DERHU, Comunicación 
personal, 19 de junio de 2021).
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En definitiva, se requiere que la visión sobre Derechos Humanos no se vea como 
opuesta al orden, porque la democracia requiere autoridad. El equilibro y acción 
para vivir en colectividad demanda de una corresponsabilidad entre instituciones y 
ciudadanía, entendiendo la máxima responsabilidad de las fuerzas del Estado en 
mantener su compromiso supremo de respeto y sincronía a los valores ciudadanos 
y corporativos y a su vez, el reconocimiento y la visibilización efectiva de las 
gestiones y labores positivas realizadas por la Policía Nacional de Colombia en los 
territorios. 

Fassin, D. (2019). La fuerza del orden: una etnografía del accionar policial en las 
periferias urbanas. Siglo XXI Editores.
Hering Torres, Max (2018). 1892: un año insignificante. Orden policial y desorden 
social en la Bogotá de fin de siglo. Crítica.
Huntington, S (1965). El soldado y el estado. 
Mejía Azuero, J. C. López Cruz, F. H. Cárdenas Leonel, F. L. (2016). La víctima policial. 
Más allá del conflicto. Editorial Ibañez.
Sanin, M. F (2010). La reforma policial en América Latina. Una mirada crítica desde 
el progresismo. Prometeo. 
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“Si por cada víctima del conflicto colombiano 
tuviéramos que guardar un minuto de 
silencio, tendríamos que callar 16 años”. (P. 
Francisco de Roux).

Colombia por haber vivido el conflicto interno 
más antiguo de américa latina, más de 10 
lustros, la comunidad internacional volcó la 
mirada hacia dicho conflicto, por el tiempo 
transcurrido y por la sangre que han 
derramado sus víctimas.

Es necesario recalcar la presencia de países 
como los Estados Unidos, quien ha tenido 
una participación legendaria, incluso desde 
los acuerdos de paz y sus esfuerzos por 
dirimir este conflicto tan antiguo, que incluso 
académicos como Marc Chernick, director 
del instituto de estudios latinoamericanos de 
la universidad de Georgetown, lo ha divido en 
4 etapas: lucha anticomunista, 
antinarcóticos, antiterrorista y pro acuerdos 
de paz. Que van desde los años 50 con el ex 
presidente Laureano Gómez, hasta el 
mandato de Juan Manuel Santos (Chernick, 
2012)

Es importante resaltar un tema que aparece 
en el trasfondo de todo este asunto: ¿existe o 
no un conflicto armado en Colombia?  Esta 
cuestión definirá la aplicación del tema de 

Derechos Humanos o el Derecho 
Internacional Humanitario.

La respuesta a dicha pregunta, aunque 
no exista consenso entre todos los 
estudiosos, es afirmativa y se comulga 
con la tesis del padre Javier Giraldo, 
partiendo de un enfoque que 
comprende el conflicto y que es punto 
de confluencia: “dentro de la tradición 
jurídica del derecho a la rebelión”, coloca 
el problema de la tierra como eje 
fundamental para entender el conflicto, 
“ya que la tenencia de la misma está 
directamente relacionada con tres 
necesidades básicas, vivienda, 
alimentación y trabajo/ingreso” 
(Heraldo, 2015).
En la medida que el Estado falla en 
garantizar dichas necesidades, legitima 
el derecho a la rebelión de los 
ciudadanos que, siendo llevado a su 
punto máximo, explica el surgimiento de 
la insurgencia.
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Desde la década de los 50 la violencia ha permeado el 
panorama del país y el conflicto armado que se ha 
vivido abarrotó los cementerios en las zonas rurales, lo 
que ha permitido que se caiga en un retroceso a nivel 
de desarrollo tanto económico como social; en este 
punto, los académicos al estudiar las causas de dicho 
conflicto no se han puesto de acuerdo sobre una en 
particular y es por esto que, actualmente se inclinan por 
las posturas de la pluricausalidad del conflicto (Bedoya 
Marulanda, 2015), en lo que sí hay consenso es que los 
grupos armados han dejado millares de víctimas y 
aunque ha habido varios intentos por acordar la paz, 
todos han sido infructuosos, sumiendo el país en una 
polaridad entre las regulaciones de los Derechos 
Humanos y el Derecho internacional Humanitario.

Así las cosas, en Colombia se dificulta mucho más el 
trabajo de los defensores de Derechos Humanos, 
debido a la estigmatización que se ha venido 
manejando desde la implementación de los acuerdos 
de paz. Esta categoría de personas se les tacha de 
revolucionarias, “izquierdosos” y hasta guerrilleros. No 
obstante, son grandes los esfuerzos de los ciudadanos 
y defensores de los Derechos Humanos que día tras 

día, desde sus territorios, han ido tomando conciencia de la importancia de este concepto, 
gracias a esto se cuenta con tres instrumentos de gran valor a nivel nacional: la Constitución 
Política de 1991, el plan estratégico  nacional para la garantía de los Derechos Humanos 2014 – 
2034, las políticas integrales de protección de personas defensoras de Derechos Humanos de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Organización de Estados Americanos del 
año 2017, estableciéndose lineamientos obligatorios en la formulación de las políticas públicas a 
nivel nacional, las cuales deben ser trazadas con un enfoque de Derechos Humanos (Consejería 
Presidencial, 2015).  Esto se hace inverosímil, cuando se hace un análisis objetivo de la realidad 
que vive nuestro país. 
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En Colombia, para el año 2020 fueron asesinados más de trescientos 
líderes sociales y más de 40 en el 2021, reflejando la poca fuerza 
institucional del Estado para garantizar la vida e integridad de estas 
personas (INDEPAZ, 2020), la falta de interés por los acuerdos y 
documentos acerca de esta problemática es evidente, pero que en la 
comunidad internacional hacen eco y no es menos la preocupación, pues 
en la regulación del Derecho Internacional Humanitario se configura como 
una violación evidente de esta legislación, concretamente  al Estatuto de 
Roma (artículo  7. literal a), donde se podría estar hablando del asesinato 
como crimen de lesa humanidad, el cual en Colombia es perpetrado por 
grupos insurgentes, incluso con complicidad de miembros de las fuerzas 
estatales como lo reflejan algunos testimonios y procesos jurídicos 
sustentados probatoriamente (Durán Núñez, 2018).

En torno a este panorama, se hace complejo la articulación de los 
defensores de Derechos Humanos de las grandes urbes colombianas, pues 
el conflicto que se vivía en áreas rurales ha mutado y se ha trasladado a las 
ciudades.  Medellín que es un caso muy particular, es una ciudad donde 
hay presencia de diferentes realidades y grupos armados, como se expone 
en los diferentes espacios de ciudad, pues las políticas públicas no son 
eficaces para dar respuesta a las problemáticas planteadas que confluyen 
en los territorios, con el agravante de no existir una política pública 
transversal en la ciudad sobre Derechos Humanos. 
 

Esta realidad enmarca el reflejo de un conflicto que se hacía lejano e 
indiferente para muchas personas, pero que lastimosamente ha ido 
cambiando y acoplándose paradigmáticamente a las dinámicas de las 
zonas urbanas, haciendo difícil identificar y distinguir los actores armados 
(Lizarazo Ocampo, Antonio José , 2020), por lo que es urgente implementar 
medidas reales, eficientes y eficaces, para asegurar la guarda, promoción 
y garantía de los Derechos Humanos (Benítez, 2017). 
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En conclusión, más que una crítica de develar un panorama caótico y triste, este 
artículo es un intento de proponer nuevos retos y soluciones a la realidad que vive 
nuestro país, en especial la ciudad de Medellín. Es indispensable concientizar a los 
ciudadanos sobre el rol que desempeñan los defensores de Derechos Humanos, 
pues ellos son personas que propenden por el cumplimiento de la Constitución 
Política de 1991 y sus postulados fundamentales; por estas razones se hace 
necesaria la desestigmatización de este grupo en particular, puesto que, desde 
inicios del año 2021 en el país la tendencia homicida a lo más representativo de la 
comunidad no ha dado pausa, circunstancia ilustrativa de la degradación moral a 
que los factores reales de poder críptico y sus agentes han llegado.

Es necesario implementar políticas públicas eficaces, que sean transversales al 
concepto de Derechos Humanos como lo establecen los instrumentos legales 
citados anteriormente. En este sentido, la promulgación de la política pública de 
Derechos Humanos de la ciudad de Medellín debe ser una prioridad en la agenda 
gubernamental, igualmente debe ser una política incluyente y que tenga el poder 
de garantizar un efectivo control social. 

Las diferentes causas del conflicto interno de nuestro país se han desplazado a la 
zona urbana, debido a esto se hace necesario recobrar la confianza en las 
instituciones, trazando políticas públicas claras a nivel nacional y regional para 
garantizar el goce efectivo de los Derechos Humanos, en especial el de la 
educación, para formar en principios y en valores, sobre todo a los jóvenes que se 
ven envueltos en los flagelos que se presentan en la ciudad de Medellín. 

Es necesario garantizar el real y efectivo acceso a la información pública para 
poder establecer estadísticas confiables y diseñar estrategias efectivas al goce de 
los derechos; crear parámetros claros, para identificar quien es un defensor de 
Derechos Humanos, pero primero hay sortear la dificultad de esta caracterización, 
pues algunas de estas personas permanecen en el anonimato y su legitimidad 
deviene de los ciudadanos que conforman los territorios donde ejercen su labor. 
Es una tarea que se hace necesaria para la efectiva cobertura de protección de 
los defensores de Derechos Humanos. 
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Por último, es menester afirmar que mientras exista la certeza que existen 
personas menos malas y conscientes de estas problemáticas que aquejan la 
sociedad actual, se va actualizando el reto de las futuras generaciones de hacer 
una sociedad más justa, equitativa y con leyes que sean más humanas, 
humanizadoras y dignas. Que sean garantes de un orden jurídico más transparente 
y justo, en pocas palabras, que hagan de todos estos factores su estilo de vida. 
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Introducción - Antecedentes – Contexto.

El desarrollo turístico en Medellín en los últimos 20 años ha venido transformando la 
ciudad en uno de los atractivos turísticos más importantes de Colombia, 
convirtiéndose en un destino próspero y competitivo. Hay que resaltar que el 
momento más importante en dicha construcción, fue la creación de un Plan de 
Desarrollo Turístico, en el cual se establece que la ciudad contaba con un gran 
potencial para impulsar su economía a través de una mayor demanda de turistas, 
todo enmarcado en una economía circular como atractivo para el sector 
gastronómico y cultural. A medida que se posicionó, entraron a la discusión nuevos 
asuntos estratégicos que sentarían las bases para formular la Política Pública de 
Turismo en Medellín.

La Personería de Medellín es la primera del país en desarrollar estrategias de 
defensa y promoción de los derechos humanos que puedan ser vulnerados a partir 
de las actividades de tránsito de los actores nacionales y extranjeros que se 
encuentren en calidad de turistas en el municipio de Medellín, su enfoque se ha 
basado tanto en la defensa de derechos como en campañas de promoción para un 
turismo responsable. Dentro de la gran evolución que ha tenido el Observatorio de 
Turismo de la Personería de Medellín, tiene la misionalidad de hacer un control y 
vigilancia de todos los actores turísticos, estableciendo una articulación, 
cooperación institucional, y atención oportuna de casos relacionados con 
vulneración de derechos de ciudadanos nacionales e internacionales en calidad de 
turistas.

Desde el primer trimestre del 2020 el sector turístico en el mundo ha evidenciado 
una drástica reducción a causa del COVID-19, entidades como ANATO (Asociación 
Nacional de Agencias de Viaje y Turismo) y la OMT (Organización Mundial del 
Turismo) reconocen la necesidad de recuperar este sector, dado su papel como 
potenciador para la igualdad social, generación de empleo y aporte a la economía 
colombiana y el resto del mundo. Estas mismas entidades indican la oportunidad 
generada a través de esta crisis mundial para fortalecer el ejercicio del turismo en 
pro de las personas y el planeta, plantear el turismo sostenible no como un nicho 
sino como el estándar bajo el cual se realiza esta actividad, así pues, es crucial 
implementar acciones que promuevan la reactivación del turismo direccionado 
hacia el cumplimiento de los ODS (Objetivos de Desarrollo Sostenible).
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Los Objetivos de Desarrollo Sostenible son unos ejes fundamentales para ese desarrollo 
de un turismo responsable, sostenible y competitivo, y bajo estas pautas se han 
generado las siguientes directrices:

Análisis de la Ley De Turismo.
El instrumento jurídico más importante con 
el que cuenta Colombia en materia de 
turismo es la Ley General de Turismo, Ley 
300 de 1996, modificada por la Ley 1558 de 
2012 y Ley 2068 de 2020. Esta ley trata 
generalmente sobre los matices económicos 
del sector, la planeación en el tema de 
políticas públicas, en cabeza, 
principalmente, del Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo, y asuntos tributarios 
para las empresas y prestadores de este tipo 
de servicios.

1. Dar un uso óptimo a los recursos medioambientales, que son un elemento 
fundamental del desarrollo turístico, manteniendo los procesos ecológicos 
esenciales y ayudando a conservar los recursos naturales y la diversidad 
biológica.

2. Respetar la autenticidad sociocultural de las comunidades anfitrionas, 
conservar sus activos culturales y arquitectónicos y sus valores tradicionales, y 
contribuir al entendimiento y la tolerancia intercultural.

3. Asegurar unas actividades económicas viables a largo plazo, que reporten a 
todos los agentes unos beneficios socioeconómicos bien distribuidos, entre los 
que se cuenten oportunidades de empleo estable y de obtención de ingresos y 
servicios sociales para las comunidades anfitrionas, y que contribuyan a la 
reducción de la pobreza.

. . . . . . . . . . . .

ooo

ooo ooo

ooo
ooo
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Allí se habla de fomentos al sector turístico, como devoluciones del IVA a turistas y 
el FONTUR. También se mencionan todos los requisitos de operación para 
prestadores de servicios turísticos, y procedimientos y sanciones respectivas en 
caso de que no se cumplan. De igual modo, se crea la Policía de Turismo, la cual está 
encargada, principalmente, de la vigilancia y control de los atractivos turísticos, y de 
orientar y recibir quejas de los turistas. Por último, se definen y reglamentan todos los 
prestadores de servicios turísticos.

La más reciente reforma a esta ley, realizada por el Congreso mediante la Ley 2068 
de 2020, presenta algunos cambios, en su mayoría sobre incentivos y 
modificaciones tributarias para el sector, gran parte de estas variaciones son 
temporales e intentan combatir los efectos que el COVID-19 ha traído al turismo.

Aparte de esto, se regulan las plataformas digitales de turismo y se indica que se 
aplicará el régimen de protección al consumidor en todo el sector del turismo, sin 
excepciones. También habla de la relevancia del desarrollo sostenible, volviéndolo 
un principio de la ley, aunque hace falta regulación a fondo por el Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo y las entidades territoriales respectivas.

Se evidencia una omisión de un tema de vital importancia como la protección de los 
derechos humanos de los turistas, pues estos, por su estatus, pueden llegar a tener 
dificultades para acceder a atención del Estado para su protección. Además, es 
necesario que se avance en la regulación de los servicios turísticos que hacen parte 
de la economía compartida, para buscar una igualdad, ante la ley, entre estos y los 
establecimientos tradicionales.

A continuación, se relacionan algunos retos y recomendaciones planteados por la 
OCDE en su publicación sobre tendencias y políticas de turismo (2016), donde se 
motiva a la colaboración entre el gobierno y el sector turístico, para el planteamiento 
de estrategias en temas como el transporte fluido y la adaptación a la economía 
compartida, los cuales no son tratados ampliamente por el ordenamiento jurídico 
colombiano.

Con el fin de garantizar las condiciones de accesibilidad, no solo a bienes y servicios, 
sino también a la protección de los derechos de los turistas, se propone contar con 
equilibrio entre la promoción de la comodidad para viajar, una acogida amistosa y 
un entorno seguro, incluso desde la protección fronteriza; así como con 
diversificación, desarrollo del producto y competitividad. Billetes integrados, 
información y señalización multilingüe, opciones de transferencia, centros de 
interconexión, almacenamiento de equipaje y facilidad de acceso para viajeros con 
movilidad limitada, son también esenciales para los visitantes.
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Inicialmente las políticas públicas 
tienden a ser definidas como los 
programas de acción que han sido 
implementados o generados a través de 
una entidad pública que tiene cierto 
poder u autoridad gubernamental. Aquí 
toca dejar claridad que las políticas 
públicas están derivadas también de las 
directrices de gobierno como también 
las estatales. Dentro de este Policy Brief 
se ha identificado la necesidad de hacer 
un análisis crítico constructivo y realista 
al Acuerdo 20 de 2015 con el cual se 
adopta la política pública de turismo en 
la ciudad de Medellín.
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Política Pública de Turismo
Acuerdo 20-2015.

Puntualmente existe una gran brecha por mitigar en cuanto a la articulación de las 
herramientas digitales y el sector turístico, teniendo en cuenta que el turismo fue una de 
las industrias más afectadas por el efecto de la pandemia, por ejemplo, se ha impactado 
grandemente todo el tema de agendamiento de reuniones, todas estas reuniones 
tuvieron que ser transformadas hacia una vía digital. Procolombia hizo una recopilación 
de 700 eventos nacionales para el año 2020, 25% postergados, 26% vigentes y el 49% 
eliminados. Procolombia y el Bureau se han reunido de manera articulada invitando a 
que estos eventos no sean cancelados. Existen muchos eventos híbridos haciendo una 
combinación entre la presencialidad y la virtualidad. Es claro que estas problemáticas no 
se presentan sólo en Colombia sino a nivel mundial y es destacable en gran parte el 
trabajo que tanto los empresarios, trabajadores, comerciantes y demás benefactores de 
este sector han tenido que ajustar a las medidas que la crisis sanitaria y los usuarios han 
venido demandando.

La ciudad de Medellín dentro de su nueva apuesta como el Valle del Software por parte 
de la actual administración, debe brindar herramientas a los empresarios, a través de 
modelos de financiamientos, redimensionar los productos, considerando las nuevas 
tendencias, nuevos mercados que incrementen esta clase de demandas. Hay que tener 
claridad en que esta era digital llegó para quedarse y en ese sentido estas empresas 
deben adaptarse a este nuevo efecto económico, social y político, que la generación de 
confianza en los turistas debe ser el mayor desafío, por ejemplo, a través de 
PROCOLOMBIA se trabajó con un equipo de 90 personas, para poder presentar una 
estrategia de reactivación. Existen 4 tácticas que han sido fundamentales para el 
progreso de esta industria: la conectividad, la sinergia, la promoción y las herramientas 
digitales.



Recomendaciones

Teniendo en cuenta que la ciudad de Medellín ha crecido exponencialmente como uno 
de los puntos de mayor demanda turística se hace necesario implementar una política 
pública eficiente que pueda garantizar ese desarrollo social, económico, cultural, 
considerando que este es uno de los sectores económicos que genera mayor ingreso al 
país. Existen muchos gremios, agencias, hoteles, hostales, parques, entre otras 
organizaciones que se han visto fuertemente afectadas por esta situación sanitaria que 
atraviesa el país, dentro de esos parámetros es esencial disponer o diseñar algunas 
reestructuraciones a la actual política pública reconociendo todos los parámetros 
normativos, jurídicos y legales, igualmente se hace necesario que se pueda sostener un 
diálogo certero entre el estado y las organizaciones no gubernamentales que hacen 
parte de este sector turístico.

Dentro de todo este contexto también es importante reconocer que el sector turístico 
tiene a comprender a todos los sectores económicos, se puede mencionar el tema de la 
ESCNNA (Explotación Sexual de Niños Niñas y Adolescentes), donde claramente muchos 
turistas especialmente internacionales llegan a la ciudad e incurren en esta clase de 
delitos sin ninguna clase de judicialización, por otro lado desde el carácter ambiental se 
genera mucha desconfianza por los comerciantes que trabajan en Cerros o parques 
emblemáticos como el Cerro Nutibara, en temas de salud claramente existen muchas 
problemáticas de drogadicción, de cirugías estéticas, salud mental, falta de seguro 
médico, enfermedades crónicas en las que se han visto expuestos muchos turistas, en 
cuanto a temas migratorios existen muchos conflictos por visas, permanencias, 
indocumentación, acusaciones penales entre otros aspectos; entonces todo esto permite
 

vislumbrar que esté el turismo tiende hacer un sector muy apetecido, pero que a su vez 
genera ciertas dificultades en el desarrollo sostenible, responsable y sano de la 
comunidad medellinense.

- Deben activarse y fortalecerse canales de atención a turistas nacionales y/o extranjeros 
con situaciones de salud mental, particularmente y con frecuencia derivados del exceso 
de consumo de sustancias psicoactivas.

- Generación de nuevos convenios interinstitucionales que faciliten el ejercicio de 
restitución de derechos de una forma ágil, con las respectivas entidades 
gubernamentales y territoriales a turistas nacionales y/o extranjeros cuando así lo 
necesiten.
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- El rápido crecimiento de la economía compartida ejerce presión sobre los marcos 
de políticas públicas existentes. Las plataformas pueden desempeñar un papel más 
activo en el futuro, al ofrecer claridad respecto a las obligaciones fiscales y el apoyo 
a su cumplimiento. Desarrollar enfoques basados en el desempeño y la 
autorregulación, y utilizar los datos y la información sobre honorabilidad reunida al 
compartir plataformas de economía también hace parte del camino sugerido.

- Es importante que se reconozca que el sector turístico no solo puede verse 
conceptualizado como un atractivo para las personas, también tiene que verse 
desde una perspectiva que permita reactivar la economía del país, generando unos 
enfoques de desarrollo sostenible, protegiendo los ecosistemas y sobre todo 
respetando ese patrimonio histórico y cultural que por muchas décadas viene 
arropando a la ciudad de Medellín.

- Es necesario y urgente el desarrollo de una pedagogía articulada, que promueva, no 
sólo derechos para nacionales y/o extranjeros en calidad de turistas, sino el de la 
promoción y aplicación de medidas que garanticen el ejercicio de un turismo 
responsable y libre de delitos.

- Si bien los canales de atención en contra de la explotación sexual y comercial de 
niños, niñas y adolescentes tiene su puesta en marcha desde el plan intersectorial, 
es un secreto a voces que parte de la demanda turística de la ciudad de Medellín, 
tiene como destino el ejercicio de la prostitución. Es necesaria una articulación 
fuerte, que le permita a la administración pública, hablar en un mismo lenguaje y 
permita centralizar canales de atención eficientes.

- Es necesario incrementar campañas de buen turismo, que hagan saber a quienes 
visiten la ciudad, que sus derechos sean bien protegidos, pero también hay normas 
que les prohíben acceder a ese tipo de prácticas.
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1 Abogado. Especialista en Planeación de la Participación ciudadana y el Desarrollo Social; en Derecho Constitucional y 
Normatividad Penal. Magister en Gobierno. Correo: guerraleon2000@yahoo.com

Héctor Jaime Guerra León1
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El régimen gubernamental colombiano se rige 
bajo las reglas de un Estado Social y 
Democrático de Derecho, como la forma de 
organización social, política y económica que 
nuestra nación se ha dado para el 
aseguramiento de un adecuado equilibrio entre 
las ramas del poder público y así garantizar el 
cumplimiento de sus fines y deberes esenciales 
frente a sus asociados, que somos todos 
nosotros y las personas que por alguna razón no 
son colombianos, pero se encuentran en nuestro 
territorio y/o tienen algo que ver con nosotros, 
para los que también se han previsto deberes y 
derechos que debemos respetarles.

El poder público así constituido; esto es, el 
ejecutivo, para administrar; el legislativo, para 
hacer las leyes y el control político; y la rama 
jurisdiccional (a la cual está adscrita la Fiscalía 
General de la Nación), para administrar justicia, 
tiene como fines- deberes esenciales: “servir a la 
comunidad, promover la prosperidad general y 
garantizar la efectividad de los principios, 
derechos y deberes consagrados en la 

25

LOS DERECHOS HUMANOS BAJO EL 
IMPERIO DE LOS ESTADOS DE 

EXCEPCIÓN CONSTITUCIONAL.
¿Para conjurar dichas perturbaciones pueden presentarse alteraciones y/o 

vulneraciones al orden jurídico y/o a los derechos fundamentales?

Constitución; facilitar la participación 
de todos en las decisiones que los 
afectan y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la 
Nación; defender la independencia 
nacional, mantener la integridad 
territorial y asegurar la convivencia 
pacífica y la vigencia de un orden justo.



Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y 
libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 
particulares”. (…).

Así las cosas, el Estado se ha creado o se organiza por parte de la sociedad, de sus 
afiliados o asociados, a los que algunos llaman los administrados, para que esas 
instituciones, ese orden jurídico social, económico y político, al amparo de la 
constitución, la ley y los reglamentos que se vayan dando, garanticen a la población, a 
todos en igualdad de condiciones- que esos fines se cumplan para que el pueblo 
pueda acceder sin ningún obstáculo y/o prejuicio, en términos de igualdad y justicia, a 
los servicios que -para el cumplimiento de ese gran deber misional- el Estado debe 
poner en marcha para otorgar al pueblo paz, seguridad, sana convivencia y bienestar.

Los organismos de control: Procuraduría (con 
las personerías como sus más cercanas 
aliadas), las Contralorías, la Defensoría, y las 
demás organizaciones afines, son 
independientes del Poder Público y se han 
establecido para velar porque la conducta de 
los funcionarios encargados de cumplir con 
esos importantes deberes- fines, esté 
–irrestricta e impecablemente- acorde no sólo 
con las normas legales y constitucionales que 
los rigen, sino también con las reglas (principios 
y/o valores) de las buenas costumbres que 
deben orientar las prácticas sociales 
imperantes –equidad, trasparencia, ética y 
moralidad administrativa- justicia, igualdad, 
entre otras.

Pero resulta que no todo es tan maravilloso, ni como debiera ser; 
una cosa es la buena intención del poder constituyente, el que, 
en representación del pueblo, y de las mayorías ciudadanas, 
hace las leyes y crea las instituciones y otra muy distinta es la 
realidad que ha vivido siempre nuestro país; pues en ocasiones 
pueden surgir y, en Colombia acontece con frecuencia, 
circunstancias, hechos y/o acontecimientos que alteran el 
deber ser misional estatal y gubernamental, dejando en 
evidencia –en jaque- la incapacidad del Estado y la sociedad; 
esto es, de las instituciones legítimas, por no decir que de las 
autoridades encargadas de brindar las soluciones a dichas 
situaciones, para afrontar y sortear con éxito dichas dificultades.
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Ante estas anormales situaciones, el 
sistema social- estatal y el orden jurídico, 
han previsto tres (3) maneras de 
solucionar dichos problemas con la figura 
de los llamados “Estados de excepción”, 
lo que antes de la constitución del 91 se 
denominaba “Estado de sitio” y en el cual 
se sumergió el país por largos y penosos 
períodos, durante la vigencia de la 
constitución anterior (artículo 121 de la 
Carta política de 1886) y la cual solo 
preveía dos eventos en los cuales podría 
decretarse y hacer uso de esta figura 
jurídica con los casos de “guerra exterior” 
o de “conmoción interior”. Con la 
constitución del 91 se ha adicionado la 
posibilidad de otro caso de anormalidad, 
denominado “Estado de Emergencia”, 
como un tercer factor o causal adicional, 
en nuestro orden jurídico y social, para la 
declaratoria de una excepción 
constitucional.

En un documento cuidadosamente 
escrito sobre este tema, por el ex 
magistrado de la Corte Constitucional 
Eduardo Cifuentes Muñoz, hoy miembro 
de la Jurisdicción Especial para la Paz – 
JEP, se resume con gran elocuencia todo 
lo relativo a esta antigua figura, 
resaltando lo expuesto por ese alto 
tribunal sobre la viabilidad de este tipo de 
fenómenos jurídicos, cuando afirmó que: 
“El ámbito de las instituciones de la 
anormalidad se reserva para aquellas 
perturbaciones que puedan poner en 
peligro elementos y condiciones 
esenciales del sistema económico, 
político, social o del medio ambiente, más 
allá de lo que resulte ser en un momento 
dado su rango normal de existencia o 
funcionamiento y que tenga la posibilidad 

de amenazar con superar el límite 
crítico. La función de los gobernantes 
es la de crear condiciones para vivir en 
la normalidad y controlar que las 
tensiones no rebasen los márgenes 
normales, actuando en todo caso 
cuando todavía se dispone de una 
capacidad de respuesta antes de que 
una de ellas llegue al punto crítico y la 
sociedad y sus instituciones se 
expongan al colapso”.
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. . . . . .. . . . . .

Desde esa perspectiva en nuestro país se han determinado tres (3) casos especiales en 
los que -por parte del señor presidente y con la firma de sus ministros- se puede 
decretar y comunicar la vigencia de un estado de anormalidad constitucional, siempre 
con el único propósito de recobrar la normalidad, buscando conjurar las alteraciones al 
orden público, social, ambiental, sanitario y/o económico que obligan tomar dichas 
medidas excepcionales, éstas son: a) cuando haya amenaza de una Guerra Exterior (1. 
estado de guerra exterior); b) cuando exista grave perturbación del orden público que 
atente de manera inminente contra la estabilidad institucional, la seguridad ciudadana, 
y que no pueda ser conjurada mediante el uso de atribuciones ordinarias de las 
autoridades (llámese policiales, administrativas, civiles y/o militares), es el llamado (2. 
estado de conmoción interna) y, c) cuando sobrevengan perturbaciones graves e 
inminentes del orden económico, social, ecológico y/o sanitario del país, o hechos que 
constituyan grave calamidad pública (3. estado de emergencia).

¿Para conjurar dichas perturbaciones pueden presentarse 
alteraciones y/o vulneraciones al orden jurídico y/o a los 
derechos fundamentales? Ese es el gran dilema, porque ha 
quedado claro que dichas normas surgen a la vida jurídica y 
social cuando en la nación se han presentado o se tienen 
serias amenazas por hechos y/o situaciones que ponen en 
grave e inminente riesgo el orden constitucional, legal, social, 
político y/o económico vigentes, ante una objetiva y evidente 
incapacidad del Estado y la sociedad misma de poder 
afrontar -con éxito- dichas anomalías con los recursos 
institucionales normales u ordinarios existentes; lo que 
significa que estas alternativas son salidas de emergencia 
que no sólo ponen en riesgo al Estado y al orden social 
imperantes, sino que también dejan en una situación de 
indiscutible vulnerabilidad y peligro a los derechos 
fundamentales- colectivos e individuales- de las personas 
afectadas con el ejercicio de los aludidos poderes 
excepcionales, que casi siempre son de orden económico 
y/o militar- policivos-represivos.
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De otra parte es importante señalar que sobre los denominados Decretos Legislativos 
que configuran jurídicamente las aludidas situaciones extraordinarias, existen los 
respectivos controles: uno es el “control automático”, que ejerce la Corte Constitucional, 
pues -una vez emitidas- esas normas deberán ser remitidas (más tardar al día siguiente) 
a dicha corporación, con el ánimo de hacérseles dicho control, el cual estará orientado 
por principios como los de “finalidad, necesidad, proporcionalidad, motivación de 
incompatibilidad…” de que trata la ley 137 de 1994.
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La Corte constitucional, en reiterada jurisprudencia 
(Sentencia C-070/09, entre otras), informa que dicho 
control se hace “…y corresponde a un juicio objetivo 
que tiene como parámetro normativo los preceptos 
constitucionales, los tratados internacionales de 
derechos humanos…”, lo cual es absolutamente 
consonante con lo dispuesto por la Ley 137 de 1994, 
reglamentaria de los estados de excepción en nuestro 
país, la cual establece que éstos “sólo se regirán por 
las disposiciones constitucionales, los tratados o 
convenios internacionales sobre derechos humanos 
incorporados al ordenamiento jurídico nacional, y las 
leyes estatutarias correspondientes”.

Dice la mencionada ley que los principios que inspiran 
estas declaratorias son, además de las normas antes 
mencionadas, los de finalidad, necesidad, 
proporcionalidad, motivación de incompatibilidad, no 
discriminación; mientras que el alto Tribunal 
Constitucional ha dado especial preponderancia a los 
principios de necesidad, de proporcionalidad, de 
temporalidad, de legalidad de proclamación o de 
declaración pública, en todo caso todos ellos 
encaminados no solo a conjurar la crisis o 
anormalidad que los ha originado, sino también a 
enrutar dichos actos en un marco de transparencia, 

legalidad y de respeto por los derechos de las personas y especialmente orientados a 
la tutela y garantía del derecho fundamental a la Dignidad Humana, especial 
condición que -por la Constitución Política y los tratados internaciones de derechos 
humanos y de Derecho Internacional Humanitario, tenemos todos los seres humanos, 
sin atención a distinción o discriminación alguna.

También el Congreso de la Republica podrá ejercer la facultad que tiene de ejercer el 
“control político” a los diferentes actos que se emiten en cumplimiento de dichas 
medidas, por parte de los respectivos miembros del ejecutivo -ministros, 
especialmente y a otros altos funcionaros, quienes podrán ser llamados a responder 
no sólo políticamente, sino también penal y/o disciplinariamente, por el abuso, 
extralimitación o violación de derechos (orden jurídico) con la puesta en marcha o 
ejecución del mencionado régimen exceptivo.
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En todo caso y, a pesar de las previsiones y controles que al respecto se han 
establecido, no es –en la práctica- fácil evitar que en el ejercicio de este tipo de 
acciones (contención y prevención de la crisis) se cometan excesos, abusos y 
trasgresiones a muchos de los derechos que tienen las personas y la sociedad misma 
y que sea cual fuere la situación que se esté atravesando no se pueden mancillar, 
dadas las características de inalienabilidad de que gozan esos derechos 
–supuestamente- en un Estado social y Democrático de Derecho como es el nuestro.

Lo ideal sería no tenerse que acudir a las aludidas medidas para que el Estado cumpla 
con sus fines esenciales; pues por algo se ha dicho que: “todo exceso es vicioso y que 
todo vicio resulta finalmente siendo muy malo”.

Por ello con alguna razón se ha dicho que “un régimen 
de excepción es un mecanismo contemplado en la 
legislación de un país para afrontar situaciones 
extraordinarias y graves (catástrofes, desórdenes 
públicos, guerras…) que incluye mayores poderes para 
el Gobierno o las fuerzas armadas y la suspensión o 
restricción de algunos derechos fundamentales”, lo 
que a todas luces no es bueno para el sistema 
democrático y, mucho menos, para el Estado Social 
de Derechos, toda vez que ello genera un claro 
desequilibrio frente a las otras ramas del poder 
público que, sin lugar a dudas, ven menguadas o 
limitas sus facultades ordinarias frente al imperio o 
vigencia de los famosos Estados de excepcionalidad 
Constitucional y social. Ello es evidente y, al parecer, 
infortunadamente inevitable.
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